
Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, de reforma del Estatuto de 

Autonomía de Canarias. 

 
 
 

TÍTULO I 
De los derechos, deberes y principios rectores 

CAPÍTULO II 
Derechos y deberes 

     Artículo 12. Familia. 

1. Todas las personas tienen derecho a la protección social, jurídica y económica para 
atender a las situaciones familiares, en las diferentes modalidades de familias. Por ley se 
determinarán las formas y condiciones de acceso a dichas ayudas conforme al criterio 
de igualdad. 
 
2. Los poderes públicos canarios promoverán medidas y políticas activas dirigidas a 
obtener la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de mujeres y hombres. 
 

     Artículo 17. Derecho a la igualdad entre mujeres y hombres. 

     1. Los poderes públicos canarios garantizarán la igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres en el ámbito público y privado, y velarán por la conciliación de la vida familiar 
y profesional. 

2. Se adoptarán medidas efectivas para educar en valores de igualdad, no sexistas, así 
como políticas y acciones activas que proporcionen a las mujeres protección integral a 
las víctimas de la violencia machista, prestando especial atención a las medidas 
preventivas. 

Artículo 23. Derechos en el ámbito laboral y profesional. 

3. Se fomentará especialmente por los poderes públicos canarios la inserción, la 
formación profesional y la accesibilidad al trabajo remunerado en condiciones de 
igualdad a las mujeres, a las personas jóvenes y a las personas con discapacidad. 
 

CAPÍTULO III 
Principios rectores 

     Artículo 37. Principios rectores. 

Los poderes públicos canarios asumen como principios rectores de su política: 
 

4. La igualdad de las personas y los grupos en que se integran, y especialmente el 
respeto a la igualdad entre hombres y mujeres en todos los ámbitos, en particular, en 
materia de empleo, trabajo y retribución. 
 



TÍTULO V 
De las competencias 

CAPÍTULO VII 
Empleo, sanidad y políticas sociales 

 

      Artículo 145. Políticas de género. 
 
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de políticas de género, que, respetando lo establecido por el Estado en el 
ejercicio de la competencia que le atribuye el artículo 149.1.1.a de la Constitución, 
incluye, en todo caso: 
 

a) La promoción de la igualdad de hombres y mujeres en todos los ámbitos sociales, 
laborales, económicos o representativos. 
 
 b) La planificación y ejecución de normas y planes en materia de políticas para la 
mujer, así como el establecimiento de acciones positivas para erradicar la 
discriminación por razón de sexo. 
 
c) La promoción del asociacionismo de mujeres. 
 
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el desarrollo legislativo y 
ejecución de la legislación básica estatal en materia de lucha contra la violencia de 
género, la planificación de actuaciones y la capacidad de evaluación y propuesta ante la 
Administración General del Estado. 


